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Causa nro. 69114/2019 “COLEGIO PUBLICO DE ABOGADOS DE

CAPITAL FEDERAL c/ EN s/PROCESO DE CONOCIMIENTO”

Y VISTOS; CONSIDERANDO:
 1. Se presenta, mediante apoderado, el Colegio Público de 

Abogados de Capital Federal (CPACF) y promueve acción declarativa de 
inconstitucionalidad contra el Poder Ejecutivo Nacional por el dictado del DNU 
157/2018. Entiende que la citada norma resulta contraria a preceptos 
constitucionales en tanto vulnera lo dispuesto en los arts. 1, 14, 14 bis, 16, 17, 28, 
31, 33, 75 inc. 22, 99 inc. 3, y 109 de la CN; así como de diversos tratados 
internacionales. Indica que el DNU 157/2018 genera una lesión de imposible 
reparación posterior sobre el derecho de propiedad y trabajo de los abogados, al 
disminuir y alterar en forma arbitraria el modo de fijar los honorarios de los 
abogados, sin respetar las pautas fijadas por las ley 27.423.

Destaca, en primer término, que el Colegio actor, ostenta 
legitimación activa pues se encuentra habilitado para representar los intereses de 
los abogados matriculados. Explica que el Colegio Público fue creado por la ley 
23.187, determinando sus obligaciones legales, entre las que se estatuyó el deber 
de tutelar la inviolabilidad del ejercicio profesional en todos sus órdenes, estando 
facultado para ejercitar la acción pública. Considera que se encuentra obligada 
por ley a asegurar que el libre ejercicio profesional no se vea menoscabado. 

En razón de ello, solicita que la presente acción tenga efecto erga 
, conforme al precedente de la CSJN “Halabi”, haciendo extensivo su omnes

alcance a todos los abogados. Pone de manifiesto que una acción colectiva, que 
tiene por objeto la protección de derechos individuales homogéneos, requiere de 
tres requisitos para su procedencia, los que se presentan en el caso.

Así indica que el decreto impugnado perjudica a todos los 
abogados de la matrícula al ver menoscabado de forma ilegal y arbitraria sus 
honorarios profesionales, lo que se traduce en un hecho único y complejo que 
causa una lesión a una pluralidad relevante de derechos individuales. A su vez, 
explica que la pretensión está concentrada en los efectos comunes que produce el 
hecho para toda la clase afectada, y por último, afirma que si bien cada abogado, 
de forma individual, puede sentirse afectado por la normativa, no hay dudas de 
que la naturaleza colectiva de los intereses involucrados, lleva a la conclusión de 
que lo más eficiente resulta ser una acción de clase. 

Continúa argumentando sobre la nulidad del DNU 157/2018, por 
no encontrarse reunidas las causales previstas en el art. 99, inc. 3, CN. Entiende 
que el Poder Ejecutivo al dictar el decreto impugnado se erigió en legislador, 
modificando la ley 27.423 que había sido promulgada hace dos meses antes del 

http://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam;jsessionid=hfsu2higJUeo0XXnHhFeCTnm.scw3_1?id=VP8whNLH3FrUtQpOQZiRuR%2BpVbZJSNUsMNQa776YBuM%3D&tipoDoc=despacho&cid=44123
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dictado del decreto impugnado. Por ello, argumenta que la presente demanda no 
solo pretende proteger a la masa de abogados, sino también de preservar la 
supremacía de la Constitución Nacional. 

Pone de resalto que el DNU persigue una arbitraria disminución y 
alteración de los honorarios profesionales, violando los derechos constitucionales 
de igualdad y propiedad. Refiere que las leyes 27.260 y 27.348 fueron 
promulgadas con anterioridad a la ley 27.423 (ley de honorarios) y que además el 
Poder Ejecutivo al promulgar la Ley de Honorarios, decidió vetar alguno de sus 
artículos. Plantea que el Poder Ejecutivo arrogándose facultades que le están 
constitucionalmente vedadas, decidió en forma arbitraria restringir los alcances 
de la ley 27.423. 

Destaca la inexistencia de otra vía procesal para dar fin inmediato 
al estado de incertidumbre. 

Continúa exponiendo que la gravedad institucional que presenta el 
caso de autos resulta manifiesta, al encontrarse en juego el sistema Republicano y 
la división de poderes, trascendiendo el interés de las partes.

Con este marco, solicita el dictado de una medida cautelar donde 
requiere se ordene la suspensión de los efectos de la norma impugnada. Refiere 
que ello comporta un verdadero resguardo de la garantía jurisdiccional y que 
tiene el objeto de impedir que el derecho que se reclama pierda virtualidad hasta 
el dictado de la sentencia definitiva.

Sostiene que la verosimilitud del derecho surge 
incuestionablemente de la descripción de los derechos y garantías amenazados 
por la normativa impugnada. Aduce a lo expuesto que el peligro en la demora 
también se encuentra acreditado, pues el DNU supone convertir en ilusorios los 
derechos de los abogados de la matrícula, a la vez que al final del proceso ya se 
habrán afectado esos derechos. Remarca el carácter alimentario de los derechos 
en juego. Ofrece como contracautela caución juratoria. Plantea la 
inconstitucionalidad de la ley 26.854. 

En suma, afirma que el decreto impugnado constituye un abuso de 
derecho y que corresponde al Poder Judicial establecer un límite claro, concreto y 
rígido en cuanto a las facultades que tiene el Poder Ejecutivo para dictar normas 
de este tipo. 

Por último, solicita se inscriba la presente acción en el Registro de 
Procesos Colectivos. Manifiesta que la normativa impugnada afecta de forma 
general, indivisible e infraccionable a los abogados de la matrícula. Arguye que 
la sentencia que se dicte deberá necesariamente resolver en un solo acto las 
pretensiones en juego, evitando pronunciamientos de una demanda por cada 
abogado litigante. Señala que sería equivocada la interpretación de que nos 
encontramos frente a derecho subjetivos individuales y exclusivos de cada 
abogado. Pues, sostiene que, tal razonamiento significaría que cada matriculado 
tuviera que iniciar una acción, desconociéndose así el sentido de los derechos de 
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incidencia colectiva. Pone de resalto que muchos son los factores que impedirían 
que cada abogado iniciase una acción, ya sea por la carencia de recursos, por 
falta de tiempo o de ausencia de conocimientos específicos de la materia en 
debate. Indica que se trata de derechos de incidencia colectiva, en cuanto, 
intereses individuales homogéneos, siendo una pluralidad indeterminada de 
personas y existiendo como objeto de tutela una pretensión general de un bien 
jurídico que puede ser fraccionado en cabeza de cada abogado, pero afectado de 
manera homogénea. El apoderado del accionante aclara que no ha iniciado a 
título personal, por derecho propio o por la representación invocada, acción 
alguna cuya pretensión guarde sustancial semejanza con la afectación de autos. 

Hace reserva del caso federal. 
 Requerido el informe previsto en el art. 4, ley 26.854, 2. se 

presenta la demandada Estado Nacional – Administración Nacional de la 
Seguridad Social (ANSES) y solicita el rechazo de la medida cautelar 
peticionada por la accionante. 

En primer término, deja planteada la excepción de falta de 
legitimación activa y su falta de representación del colectivo invocado. Sostiene 
que la actora no ha logrado demostrar porque el decreto impugnado afectaría el 
libre ejercicio de la profesión de abogados, en virtud de que los propios abogados 
han firmado voluntariamente miles de acuerdos en el marco del Programa 
Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados y que los 
Juzgados de todo el país los han homologado. Destaca que en los casi 900.000 
acuerdos homologados, ningún Juez consideró que la norma fuera contraria al 
libre ejercicio de la profesión. Remarca que fue el propio Colegio Público el que 
suscribió el Convenio Marco para la selección de representantes letrados para el 
programa mencionado. 

A su vez, plantea la inexistencia de intereses individuales 
homogéneos. Considera que los derechos que se pretenden tutelar son derechos 
de carácter patrimonial, puramente individuales, divisibles y diferenciados (no 
homogéneos) y su ejercicio y tutela corresponde a cada uno de los que pudieran 
considerarse afectados. Pone de resalto que podría arribarse al irrazonable 
resultado de extender una medida judicial a sujetos que no lo han solicitado y que 
incluso podrían no compartirla, como el caso de los letrados que han firmado 
acuerdos de la Reparación Histórica. 

En segundo lugar, sostiene la inexistencia de caso judicial, pues la 
parte actora procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad. 
Argumenta que la CSJN ha establecido que los tribunales no tienen jurisdicción 
para decidir cuestiones abstractas de derecho. Agrega que el planteo formulado 
es hipotético y especulativo y no reviste carácter de caso judicial en tanto la 
actora no es titular de un interés concreto, inmediato y sustancial. 

Seguidamente, realiza una reseña sobre el fundamento del decreto 
impugnado, su sustento fáctico y normativo. Sostiene que el Estado Nacional 

http://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=1gG9lp16AoLzCQGzVS%2BaowiYWQQSb3efWmYn15%2BB42Q%3D&tipoDoc=despacho&cid=90641
http://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=1gG9lp16AoLzCQGzVS%2BaowiYWQQSb3efWmYn15%2BB42Q%3D&tipoDoc=despacho&cid=90641
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dictó el DNU 157/2018 a fin de evitar situaciones que aumentaran la litigiosidad 
y generaran un dispendio jurisdiccional innecesario. Informa que la finalización 
de la feria judicial del año 2018 y la reanudación de la actividad de todos los 
tribunales del país hicieron necesario disponer con urgencia las adecuaciones 
antes descriptas a efectos de llevar absoluta certeza jurídica en beneficio de los 
justiciables. Considera que, de otro modo, se hubieran suscitado variados 
conflictos en materia interpretativa. Destaca que el decreto impugnado constituye 
una eficaz y adecuada solución que busca garantizar la protección de los 
derechos e intereses de los participantes de los marcos normativos en cuestión. 
Expresa que cumple con lo dispuesto en el art. 99, inc. 3, CN y con la ley 26.122. 
Adjunta dictamen de la Comisión Bicameral Permanente del Congreso de la 
Nación, donde se expidió en sentido favorable sobre la validez del decreto en 
cuestión. 

Respecto de la medida cautelar solicitada, asevera la falta de 
configuración de los requisitos exigidos por la ley 26.854. Primeramente, resalta 
que la pretensión cautelar resulta idéntica a la cuestión de fondo, por lo que 
admitir la medida cautelar implicaría un anticipo de jurisdicción favorable a la 
accionante. Además, sostiene que no se verifica la verosimilitud del derecho 
invocado, pues se debe demostrar claramente de qué modo se produciría un 
gravamen en el caso concreto. Agrega que, al tratarse de un decreto, que como tal 
goza de presunción de legitimidad y de ejecutoriedad, se debe llevar a cabo un 
examen más severo respecto de este recaudo. Por su lado, asevera que en el caso 
tampoco se advierte el peligro en la demora alegado por la parte actora. Destaca 
que la medida importaría la afectación del interés público, al imponer el punto de 
vista de la actora sobre las políticas públicas gubernamentales. Continúa 
señalando que la medida cautelar solicitada afectaría los recursos del Estado y 
que conforme lo normado por el art. 9, ley 26.854 la medida cautelar debe ser 
rechazada. 

Finalmente, concluye que la cuestión planteada se trata de una 
cuestión política no justiciable. Expone que el aspecto justiciable de una cuestión 
surge del hecho de que ha sido decidida por el órgano legislativo o por el 
ejecutivo – dentro del ámbito de sus facultades propias – resultado que los 
motivos que han tenido para fijar una determinada política o para elegir entre 
varias opciones y la oportunidad y conveniencia de ello, se trata de un ámbito 
discrecional excluido del control judicial. Por último, señala que el acogimiento 
al planteo de la actora importaría una franca violación del principio 
constitucional de división de poderes y del modelo de control de 
constitucionalidad. 
                     Hace reserva del caso federal.

 Corrido el pertinente traslado, la actora 3. lo contesta. Manifiesta 
que la legitimación procesal se verifica con total claridad, por cuanto se afectan 
derechos y garantías de todos los abogados. Arguye a lo expuesto que al CPACF 

http://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=rRxQCFF4bUZNzjNuoegZxHcVTwMCMxV9uqv08M6FSAs%3D&tipoDoc=despacho&cid=90641
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no solo le interesa salvaguardar los derechos mencionados, sino que está 
obligado a defenderlos por mandato expreso de la ley 23.187. Señala que su 
actuación trasciende y se proyecta en defensa del interés general del colectivo 
conformado por los profesionales liberales, en tanto resultan afectados por las 
modificaciones introducidas por la normativa cuestionada. 

Respecto a la supuesta falta de caso judicial, responde que el caso 
es el de miles de abogados representados por el CPACF que vieron 
menoscabados en forma ilegal y arbitraria sus honorarios profesionales. 

Por su lado, indica que la medida cautelar solicita resulta 
necesaria en razón de que el DNU impugnado está provocando un daño 
inconmensurable, encontrándose los abogados sujetos a un régimen ilegal e 
ilegítimo. Asevera que permitir la aplicación del decreto supondría tornar 
ilusorios los derechos de los abogados, ya que si deberían esperar al dictado de la 
sentencia ya se habrían afectado sus derechos. 

Seguidamente, refiere que el argumento sobre la firma del 
Convenio marco firmado por el CPACF en el marco del Programa de reparación 
histórica, es meramente especulativo, pues el convenio fue firmado antes de la 
sanción de la ley de honorarios y antes del dictado del DNU atacado. 

Por otro lado, sostiene que resulta insólito que el Estado Nacional 
crea que es una cuestión no justiciable la violación al sistema republicano de 
gobierno y a la división de poderes. Considera que no solo el decreto  es per se
nulo e inconstitucional, sino que además se encuentran en juego los derechos 
fundamentales de los abogados. 

 El Sr. Fiscal Federal 4. contesta la vista conferida y considera 
.admisible la presente acción colectiva

El 10-6-2022 solicita que previo a la resolución de la medida 
cautelar peticionada, se ordene la inscripción del presente proceso en el Registro 
de Procesos Colectivos, de conformidad con la Acordada CSJN 12/16. El 
7-9-2022 el Tribunal le requirió a dicho registro información sobre la existencia 
de otros procesos colectivos en trámite que guarden semejanza con la afectación 
de los derechos que se invocan en el presente. El 12-9-2022 el Registro de 
Procesos Colectivos de la CSJN informó que no existía ninguna acción inscripta 
que guardara sustancial semejanza. En función de ello, la parte actora requiere se 
ordene la inscripción de las actuaciones en el Registro de Procesos Colectivos. 

Pasan los autos a resolver.
 En primer término, cabe recordar que conforme los parámetros 5.

señalados por la Corte Suprema en el precedente “Halabi” la tramitación del 
proceso colectivo requiere un examen previo de la existencia de una cuestión 
susceptible de instar el ejercicio de la jurisdicción con ese alcance (Fallos 
332:111; 342:1747).

5.1. En esta línea, también definió en aquel precedente que la 
categoría de derechos individuales de una pluralidad relevante de sujetos, bajo 

http://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=P0TUNz0vZ439Y0Dr%2BsS9nfMcz0VMda7AYrNmWD%2BYmVk%3D&tipoDoc=despacho&cid=96913
http://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=jjiNXlN%2Bddk4w8Dy3lp5oyZSq4rdYFKKNP8IMlLetEI%3D&tipoDoc=despacho&cid=130306
http://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=clKBXbzTJwWl%2F5RX6agHetUbK1beuXLuslIuas%2FFhCg%3D&tipoDoc=despacho&cid=130306
http://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=clKBXbzTJwWl%2F5RX6agHetUbK1beuXLuslIuas%2FFhCg%3D&tipoDoc=despacho&cid=130306
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ciertas circunstancias, puede ser admitida en los términos del segundo párrafo del 
artículo 43 de la CN (Fallos: 332:111, cons. 12°). 

Explicó que la ausencia de una norma que regule en forma precisa 
y acabada el efectivo ejercicio de las acciones colectivas no puede dejar sin 
protección a derechos fundamentales consagrados en el texto constitucional. Por 
ello, y a los efectos de armonizar garantías sustanciales y procesales con el 
ejercicio individual de los derechos que la Constitución Nacional también 
protege, señaló que la admisión de las acciones colectivas requiere, por parte de 
los magistrados, la verificación de una causa fáctica común; una pretensión 
procesal enfocada en el aspecto colectivo de los efectos del hecho y la 
constatación de que el interés individual considerado aisladamente no justifique 
la promoción de una demanda, con lo que el ejercicio individual no aparecería 
plenamente justificado. Sin perjuicio de lo cual, se destacó que la acción también 
procederá cuando, pese a tratarse de derechos individuales, exista un fuerte 
interés estatal en su protección, sea por su trascendencia social o en virtud de las 
particulares características de los sectores afectados. 

Del discurrir del pronunciamiento surge a su vez la necesidad de 
satisfacer los siguientes recaudos para habilitar el proceso colectivo: i) 
identificación precisa del grupo o colectivo afectado; ii) verificación de la 
idoneidad de quien pretenda asumir su representación; iii) verificación de la 
existencia de un planteo que involucre, por sobre los aspectos individuales, 
cuestiones de hecho y de derecho que sean homogéneas al colectivo; iv) un 
procedimiento que garantice la adecuada notificación a todas aquellas personas 
que pudieran tener interés en el resultado del litigio; v) en los supuestos en que es 
posible, asegurar a los interesados tanto la alternativa de optar por quedar fuera 
del pleito como la de comparecer como parte o contraparte; vi) implementar 
adecuadas medidas de publicidad orientadas a evitar la multiplicación o 
superposición de procesos colectivos con un mismo objeto.

5.2. En este contexto, mediante Acordada CSJN 32/14, con las 
modificaciones introducidas por la Acordada CSJN 12/16, se creó y puso en 
funcionamiento el Registro Público de Procesos Colectivos radicados ante los 
tribunales del Poder Judicial de la Nación; en el que deben inscribirse todos los 
procesos colectivos, tanto los que tengan por objeto bienes colectivos como los 
que promuevan la tutela de intereses individuales homogéneos con arreglo a las 
concordes definiciones dadas por el Máximo Tribunal en los precedentes 
“Halabi” (Fallos: 332:111) y “PADEC” (Fallos 336:1236).

5.3. Esta línea jurisprudencial de la Corte Suprema — ratificada 
en Fallos 337:753; 337:1024; 339:1077; 339:1223; 340:88; 340:172; 342:1203; 
342:1747; 342:1747— impone una hermenéutica dinámica y funcional del 
concepto de proceso colectivo, que brinde una respuesta institucional adecuada y 
satisfactoria a diversos factores de la realidad.

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/260000-264999/260206/norma.htm
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Conforme este esquema, la concentración de la contienda, además 
de beneficiar funcionalmente al sistema y evitar situaciones de indefensión 
material, aleja el peligro de sentencias contradictorias respecto de una misma 
serie de causas.

 En la especie, e6.1. l DNU 157/2018 –cuya inconstitucionalidad 
se peticiona— fijó diversos recaudos, en materia de honorarios profesionales y 
distribución de costas, en los procesos administrativos y/o judiciales previstos en 
las leyes 27.260 y 27.348, estableciendo las siguientes pautas:

i) “en los asuntos regulados en el Libro I del Título I de la ley 
27.260 y sus modificatorias, no resultará de aplicación lo dispuesto en los 
artículos 5°, 10, 16 in fine, 51 y 58 de la Ley N° 27.423” (art. 1).

La ley 27.260, Libro I, Título I, creó el Programa Nacional de 
Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados. Ese programa tuvo por 
objeto la implementación de acuerdos que permitieran a los beneficiarios del 
sistema previsional, reajustar sus haberes y la cancelación de las deudas 
previsionales para aquellos que reúnan los requisitos exigidos por ese texto legal. 
Determinó la necesidad de que el acuerdo celebrado deba ser homologado 
judicialmente. 

En el art, 2 de la citada ley se indicó: "Declárase la emergencia en 
materia de litigiosidad previsional, a los únicos fines de la creación e 
implementación del programa dispuesto en la presente ley, con el objeto de 
celebrar acuerdos en los casos en que hubiera juicio iniciado, con o sin 
sentencia firme, y también en los que no hubiera juicio iniciado. El estado de 
emergencia tendrá vigencia por tres (3) años a partir de la promulgación de la 
presente ley”.

ii) “las disposiciones de la Ley N° 27.423 no serán aplicables a

los asuntos que tramiten ante las instancias administrativas y judiciales

reguladas por los artículos 1° y 2° de la Ley Complementaria Sobre Riesgos de

Trabajo N° 27.348, sustanciados por organismos administrativos y/o judiciales

 (art. 2).que se encuentran en la órbita de competencia nacional o federal”

En este aspecto, la ley 27.348 estableció que “…la actuación de 
las comisiones médicas jurisdiccionales creadas por el artículo 51 de la ley 

[procedimiento para el otorgamiento del beneficio jubilatorio 24.241 por 
invalidez] y sus modificatorias, constituirá la instancia administrativa previa, de 
carácter obligatorio y excluyente de toda otra intervención, para que el 
trabajador afectado, contando con el debido patrocinio letrado, solicite la 
determinación del carácter profesional de su enfermedad o contingencia, la 
determinación de su incapacidad y las correspondientes prestaciones dinerarias 
previstas en la Ley de Riesgos del Trabajo. Será competente la comisión médica 
jurisdiccional correspondiente al domicilio del trabajador, al lugar de efectiva 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/305000-309999/307203/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/260000-264999/263691/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/270000-274999/272119/norma.htm
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prestación de servicios por el trabajador o, en su defecto, al domicilio donde 
habitualmente aquel se reporta, a opción del trabajador y su resolución agotará 
la instancia administrativa. Los trabajadores vinculados por relaciones 
laborales no registradas con empleadores alcanzados por lo estatuido en el 
apartado primero del artículo 28 de la ley 24.557 no están obligados a cumplir 
con lo dispuesto en el presente artículo y cuentan con la vía judicial expedita. 
Los honorarios profesionales que correspondan por patrocinio letrado y demás 
gastos en que incurra el trabajador a consecuencia de su participación ante las 
comisiones médicas estarán a cargo de la respectiva aseguradora de riesgos del 

 (art. 1).trabajo (A.R.T.)”
Por su parte, en el art. 2 la citada ley indicó que “Una vez agotada 

la instancia prevista en el artículo precedente las partes podrán solicitar la 
revisión de la resolución ante la Comisión Médica Central. 

El trabajador tendrá opción de interponer recurso contra lo

dispuesto por la comisión médica jurisdiccional ante la justicia ordinaria del

fuero laboral de la jurisdicción provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires, según corresponda al domicilio de la comisión médica que intervino.

La decisión de la Comisión Médica Central será susceptible de

recurso directo, por cualquiera de las partes, el que deberá ser interpuesto ante

los tribunales de alzada con competencia laboral o, de no existir éstos, ante los

tribunales de instancia única con igual competencia, correspondientes a la

jurisdicción del domicilio de la comisión médica jurisdiccional que intervino”.

 iii) Finalmente, mediante en el art. 3, se derogó el art. 36, de la 
ley 27.423. Ese artículo establecía que “en las causas de seguridad social los 
honorarios se regularán sobre el monto de las prestaciones debidas. Las costas 
se impondrán de acuerdo a lo normado por el Código Procesal Civil y 
Comercial de la Nación, en la parte general, libro I, título II, capítulo V, con 
excepción de aquellos casos en que los jubilados, pensionados, afiliados o sus 
causahabientes resultaren vencidos, en cuyo caso se impondrán las costas en el 
orden causado”.

Con este marco, corresponde analizar si la cuestión planteada 7. 
por el Colegio actor, justifica la existencia de una causa susceptible de instar el 
ejercicio de la jurisdicción con el alcance que se pretende, habilitando la 
tramitación de un proceso colectivo (conf. Fallos 332:111 y causa nro. 9211/2016 
“Matadero Municipal de Luis Beltrán S.E.”, del 17-10-2019).

 De conformidad con el criterio expuesto en el , 7.1. dictamen fiscal
y aun considerando que la cuestión que se plantea presenta ribetes patrimoniales, 
lo cierto es que las modificaciones introducidas en el decreto impugnado 
repercuten en la actuación de los abogados matriculados en el contexto de 

http://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=P0TUNz0vZ439Y0Dr%2BsS9nfMcz0VMda7AYrNmWD%2BYmVk%3D&tipoDoc=despacho&cid=96913
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determinados procesos administrativos y/o judiciales. En función de ello, cobra 
preeminencia, por sobre los intereses individuales referidos, el margen de 
atribulaciones que la ley 23.187 confiere al Colegio Público de Abogados para el 
cumplimiento de sus fines públicos.

Sobre esta plataforma, en la medida en que el Colegio accionante 
invoca la protección del ejercicio profesional por parte de abogados matriculados 
y su dignidad, en virtud de la naturaleza de la entidad demandante (cfr. Fallos 

; 332:111; 336:1236; 337:196; 337:753) en esta instancia preliminar del 331:1176
proceso no se advierte una falta manifiesta de legitimación para obrar en autos; al 
margen de lo que en definitiva corresponda resolver sobre el fondo de la cuestión 
(CNCAF, Sala V, causa nro.  “Federación Argentina de Colegios de 18055/2020
Abogados - Demandado: AFIP - DGI s/inc. Apelación”, del 24-5-2022).

Para más, en la especie, resultaría un juicio impropiamente 7.2. 
prematuro la clausura de la pretensión colectiva con base en la doctrina de la 
Corte Suprema fijada en Fallos 343:1259; dado que no se han incorporado al 
proceso parámetros objetivos que permitan apreciar si las modificaciones 
legislativas introducidas por el DNU objetado representan una entidad 
patrimonial considerable o insustancial.

7.3. Puesto de tal modo el foco en la comunidad de la 
controversia, prima facie, el Colegio actor exhibe idoneidad suficiente para 

En efecto, a falta de una regulación legal expresa sobre el representar a su clase. 
punto, cabe tener presente que el representante debe proteger “justa y 
adecuadamente” los intereses de la clase (cfr. estándar utilizado por la Regla 
Federal 23(a)(4) de los Estados Unidos; “fairly andadequately”). Por tal motivo, 
a tenor de las disposiciones de la ley 23.187, cabe concluir que quien acciona se 
encuentra consustanciado con el interés que pretende tutelar.

8. Seguidamente, corresponde analizar la procedencia de la  
medida precautoria peticionada por la actora en el escrito de inicio.

 La finalidad del mandato cautelar consiste en asegurar la8.1.

eficacia práctica de la sentencia que debe recaer en un proceso y la

fundamentación de la pretensión que constituye su objeto no depende de un

conocimiento exhaustivo y profundo de la materia controvertida en el proceso

principal, sino de un análisis de mera probabilidad acerca de la existencia del

derecho discutido. Ello es lo que permite que el juzgador se expida sin necesidad

de efectuar un estudio acabado de las distintas circunstancias que rodean toda

relación jurídica, pues si estuviese obligado a extenderse en consideraciones al

respecto, peligraría la carga que pesa sobre él de no prejuzgar (cfr. CSJN, Fallos

330:3126).

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=6440031&cache=1683430403160
http://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=ueG02kfX6W%2BY2LZijA3xBAjm9%2F0cfetWUGvodz8D3E0%3D&tipoDoc=despacho&cid=132403
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 Con este marco, la viabilidad de toda medida precautoria se 8.2.

halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado 

como el peligro en la demora (art. 230 del CPCCN; ley 26.854); pesando sobre 

quien la solicita la carga de acreditar  la existencia de tales recaudos, prima facie

ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que las 

justifican (cfr. CSJN, Fallos 329:3890, 341:619, entre otros).

A su vez, en los procesos contencioso-administrativos, a los 

requisitos ordinariamente exigibles para la admisión de toda medida cautelar, 

debe agregarse la ineludible consideración del interés público (conf. ley 26.854; 

cfr. CSJN, Fallos: 307:2267, 314:1202).

Al efectuar dicha comprobación, debe tenerse presente la 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que indica que la 

presunción de validez que debe reconocerse a los actos de las autoridades 

constituidas obliga, en los procesos precautorios como el presente, a una severa 

apreciación de las circunstancias del caso y de los requisitos exigibles para la 

admisión de toda medida cautelar (cfr. CSJN, Fallos 322:2139, entre otros).

Asimismo, cabe ponderar que si bien constituye pauta judicial  

para apreciar la existencia de la verosimilitud del derecho y el peligro en la 

demora en los casos concretos que, a mayor presencia de uno de ellos, no se debe 

ser tan riguroso en la verificación del otro, ello en modo alguno autoriza a 

prescindir de que ambos deben necesariamente encontrarse configurados para 

que la cautelar resulte procedente (cfr. CNCAF, Sala I, “Barón Natalia Soledad- 

inc. med. c/ EN- DNM- disp. 25/10 533/10 (M° Int. resol. 25/11) s/ proceso de 

conocimiento”, del 4-10-2011; Sala IV, “Arte Radiotelevisivo Argentino S.A. 

-inc med c/ EN – JGM – SMC s/ amparo ley 16.986”, del 22-5-2012; Sala V, 

“Succat S.A. c/ Mº Economía-DGA s/ Código Aduanero – Ley 22415 – ART 

70”, del 4-8-2016).

. 8.3 Con las limitaciones propias del reducido marco de 

conocimiento que habilitan medidas como la requerida, la ilegalidad del acto 

administrativo cuestionado —que, como se señalara, goza de presunción de 

legitimidad— no surge evidente y, por lo tanto, el derecho de los actores no 

aparece prima facie verosímil en la medida necesaria para conceder un tutela 

anticipada que suspenda la aplicación del DNU. Ello así porque el análisis que se 

invoca como sustento del pedido cautelar, referido a la modalidad adoptada para 

incorporar al ordenamiento la modificación legislativa, requiere la apreciación de 
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la concurrencia de los requisitos establecidos en el art. 99, inc. 3, CN materia 

cuya determinación requiere de mayor debate y prueba.

Como es sabido, en este tipo de procesos, la verosimilitud del 

derecho debe surgir de manera manifiesta y no procede una medida cautelar si la 

consideración de los fundamentos de la impugnación exigiera avanzar sobre los 

presupuestos sustanciales de la pretensión, efectuando el examen de la cuestión 

de fondo (cfr. CNCAF, Sala II, in re: “Inc. de apelación No 1 de AMX Argentina 

SA en autos AMX Argentina SA c/ EN-AFIP-DGI s/Dirección General 

Impositiva”, del 26-3-2015).

 De otro lado, en punto al requisito del peligro en la demora, 8.4.

aplicando los criterios de ponderación enunciados y con las limitaciones propias 

del reducido marco de conocimiento que habilitan medidas como la requerida, 

este Tribunal no advierte la necesidad actual de otorgar un mandato cautelar en el 

sentido peticionado por el accionante.

El recaudo referido tiende a evitar que el pronunciamiento judicial 

que reconozca el derecho del peticionario llegue demasiado tarde. Puesto que se 

tiende a impedir que, durante el lapso que inevitablemente transcurre entre la 

iniciación del proceso y el pronunciamiento de la decisión final, sobrevenga 

cualquier circunstancia que imposibilite o dificulte la ejecución forzada o torne 

inoperantes sus efectos.

Frente a ello, los argumentos que la parte actora ensaya se 

presentan —en este estadio preliminar— sustentados en circunstancias que 

denotan una generalidad tal que impide apreciar su particular gravitación 

económica en el patrimonio de los profesionales abogados. De tal manera, no es 

posible concluir —aun con los condicionamientos propios del pronunciamiento 

cautelar— que la norma cuestionada en autos coloque a los abogados frente al 

peligro de un daño grave e irreversible (cfr. doctr. CSJN, Fallos 323:3853; 

329:789).

El peligro en la demora debe ser juzgado de acuerdo a un juicio 

objetivo o derivar de los hechos que puedan ser apreciados incluso por terceros 

(cfr. CSJN, Fallos 314:711; 317:978; 319:1325; 321:695 y 2278; 323:337 y 

1849). De modo tal que no configurándose en autos situaciones como la 

descripta, no puede considerase concurrente el requisito indicado.
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 Si bien lo dicho resulta suficiente para desestimar la petición 8.5.

cautelar requerida, dado que —como se dijo— el art. 14, inc. 1, de la ley 26.854 

requiere la “concurrencia conjunta” de los requisitos allí previstos, se advierte 

también que la invalidación de la norma objeto de autos no puede hacerse con 

abstracción de los motivos que invoca el PEN, referidos a cuestiones vinculadas 

a la necesidad de evitar conflictos interpretativos entre la aplicación de las leyes 

24.463, 27.260 y 27.348 con la ley 27.423, como así también precaver 

situaciones que aumenten la litigiosidad y generen dispendio jurisdiccional.

La dilucidación de tales tópicos —que remiten directamente a la 

ponderación del interés público comprometido en el proceso— reviste una 

entidad compleja, que deberá ser materia de análisis a la luz de un debate amplio, 

sustentado en la prueba que se produzca durante la sustanciación del proceso.

Bajo las circunstancias descriptas, no se advierte que en esta 

instancia concurran los recaudos necesarios para el otorgamiento de una medida 

cautelar como la peticionada en autos.

Por las razones que llevo expuestas,
RESUELVO: 

 Establecer, preliminarmente, que el colectivo demandante está 1.

compuesto por los abogados matriculados en el CPACF.

 Determinar que la parte actora exhibe — — la 2. prima facie

idoneidad suficiente para representar los derechos pluriindividuales homogéneos 

que invoca.

 Identificar como objeto procesal del litigio colectivo la 3.

siguiente pretensión: declaración de inconstitucionalidad del .DNU 157/2018

 El frente demandado en esta contienda colectiva lo integra, en 4.

principio, el PEN.

 Ordenar la inscripción del proceso en el Registro de Procesos 5.

Colectivos.

 Disponer la sustanciación de la presente acción colectiva 6.

conforme al trámite previsto para el juicio ordinario.

Desestimar la medida cautelar solicitada.7. 

Regístrese, notifíquese a las partes y al Sr. Fiscal Federal.
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